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Desde 2005 (año en que el Es-
tado colombiano decretó ofi-

cialmente el fin del conflicto para-
militar), las agroempresas están 
sirviendo para legitimar la posible 
apropiación de seis millones de 
hectáreas del territorio colombia-
no por parte de los mismos para-
militares a quienes el gobierno de 
Álvaro Uribe dio reconocimiento 
como agrupaciones políticas. És-
tos forman parte del proyecto de 
Asociaciones Productivas, median-
te el cual, los responsables de los 
genocidios, desapariciones, des-
plazamientos y despojos a comu-
nidades campesinas, indígenas y 
negras, podrán reciclarse, a con-
veniencia, como flamantes “agro-
empresarios verdes”. 

Al mismo tiempo, organizacio-
nes sociales y comunitarias colom-
bianas, denuncian que, según el 
censo de 1994, en ese año había 
40 millones de habitantes en el 
país, pero recientemente el Depar-
tamento Administrativo Nacional 
de Estadística (dane), dijo que la 
población actual del país es de 41 
millones. “Cómo puede ser”, dice 
Daniel Libreros, “si el crecimien-
to vegetativo de la población en 
Colombia es de 500 mil niños y 
niñas anualmente, deberíamos ser 
hoy, en 2007, 46 o 47 millones. 
Nos faltan al menos 4 millones de 
personas. ¿Y dónde están? Pues 
debajo de las carreteras, de las 
cortinas de las represas, en fosas 
clandestinas…” 

Los propios jefes paramilitares 
han admitido que Colombia des-
conoce aún los miles y miles de 
muertos que tiene, y buena parte 
de la población del país se ha in-
sensibilizado a la tragedia. Rebau-
tizados por el gobierno colombia-

no como “sediciosos” o paramili- 
tares buenos, porque se supone 
que la motivación para sus accio-
nes mercenarias tuvo un carácter 
social (con maquillaje de “comba-
te al terrorismo” o “autodefensa”), 
los paramilitares son financiados 
por agencias de cooperación in-
ternacional europeas, mediante 
esquemas de reconversión y legiti-
mación social y política. 

La cooperación española ya tie-
ne listo el borrador de un progra-
ma de Fondos Canasta, para do-
nar recursos que sirvan para crear 
asociaciones productivas (de plan-
taciones de palma africana, por 
ejemplo), entre las víctimas y los 
victimarios. En otras palabras, el 
Estado español financiará un pro-
grama mediante el cual, las comu-
nidades masacradas y desplaza-

das recibirán bimestralmente un 
subsidio de 600 mil pesos colom-
bianos (unos 330 dólares), de los 
cuales los campesinos deberán re-
servar una parte (260 mil pesos o 
140 dólares), para pagar la aso-
ciación con quienes los han asesi-
nado. 

Es éste el modo como el gobier-
no de Uribe pretende reconciliar a 

la sociedad colombiana: que los 
agredidos reciban en su casa al 
agresor y financien ellos mismos 
la explotación de su territorio y de 
su fuerza de trabajo. De justicia y 
reparación del daño a las comuni-
dades, ni hablar. Y si las comu-
nidades se oponen, de inmediato 
se les tilda de terroristas, de opo-
nerse a la reconciliación social.

El gobierno promueve intensa-
mente la apropiación de tierras  
que considera “improductivas”, 
por estar en posesión de comuni-
dades negras en el Chocó Biogeo-
gráfico (Curvaradó y Jiguamian-
dó) o de comunidades indígenas y 
campesinas en la Guajira, el Ca-
tatumbo, Dabeiba, Vichada, Mon-
tes de María, el Valle del río Ci-
mitarra, Cacarica y la región del 
bajo Atrato. Al amparo del lla-

mado Estatuto Rural, aprobado 
este año, esas tierras las traspasa 
a los supuestamente arrepentidos 
paramilitares (para “reincorporar-
los”), y que establezcan planta-
ciones de palma africana y se in-
tegren en el boom global de los 
agrocombustibles, justo en las tie-
rras de aquéllos a quienes durante 
años se han dedicado a asesinar. 

Palma aceitera en Colombia

¿Paramilitarismo sustentable?
Octavio Rosas Landa

Proyectos de plantas de biodiésel en Colombia (2007 -2010)

Región Núm. de plantas 
de biodiesel

Capacidad 
Ton/año

Área potencial (Ha)

Caribe  7 586 mil  580 mil

Andina  3 220 mil  693 mil

Pacífico  1 100 mil  66 800

Orinoquía  3 435 mil  1 934 000

Total  14 1 341 000  3 273 900

Fuente: Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, agosto, 2007



51

Desde fines de los noventa, una 
nueva oleada de violencia parami-
litar, aunque esta vez disfrazada 
de alternativa económica susten-
table, ha dejado un saldo de casi 
4 millones de desplazados forza-
dos en el país. El propio ministro 
de agricultura del gobierno nacio-
nal colombiano ha dicho que los 
indígenas “tienen demasiada tie-
rra”: 30 millones de hectáreas pa-
ra un millón de personas. Insiste  
que habría que poner esos territo-
rios en su justa dimensión (es de-
cir, reducirlo a una hectárea por 
persona). Pero lo que no dice el 
ministro es que de ese territorio 
sólo es cultivable el 0.1%. El res-
to son montañas, bosques y fuen-
tes de agua, ni más ni menos.

Las comunidades de origen afri-
cano del Curvaradó y Jiguamian-
dó, en el Chocó, luchan por recu-
perar sus tierras con ocupaciones 
y, una a una, desplantar las pal-
mas y recuperar su agricultura. 
Tienen urgencia porque las leyes 
colombianas están rápidamente 
legalizando el despojo ocurrido a 
fines de los noventa, con previ-
siones jurídicas de que si pasan 
cinco años sin que se presente el 
reclamo, el usurpador —frecuen-
temente de origen paramilitar—, 
puede quedarse con la tierra. 

Otra urgencia de arrancarlas se 
debe a que las plantaciones de pal-
ma africana drenan y desecan los 
suelos para permitir que las raíces 
sean más profundas (y más difíci-
les de desenterrar) puesto que la 
palma no puede crecer en suelos 
húmedos como son los suelos en 
el Chocó Biogeográfico, una de 
las regiones más lluviosas del 
mundo.

En el sur del departamento de 
Bolívar (en la región Caribe), en-
clave de comunidades campesi-
nas, rica en biodiversidad, frutos 
tropicales y agua, el gobierno está 
titulando entre 25 mil y 30 mil 
hectáreas de tierra a los paramili-
tares —que son de ocupación y 
uso colectivo de pequeños agri-
cultores y que muchas de estas 
tierras fueron obtenidas despla-
zando a estas comunidades— pa-
ra que siembren palma africana 
y produzcan aceite de palma de 
exportación.

El gobierno colombiano ha fir-
mado un convenio con el venezola-
no para abastecer etanol suficiente 
para que las gasolinas venezola-
nas contengan, al menos, un 7% 
de etanol en el futuro próximo. En 
Colombia se dedican ya 303 mil 
hectáreas de tierra a la produc-
ción de palma aceitera, pero son 

insuficientes para los objetivos 
que se quieren alcanzar: si en la 
central petrolera de Barranca Ber-
meja, la mayor del país, se refinan 
diariamente más de 87 millones 
de litros diarios del llamado acpm 
[aceite combustible para motor], 
la ley estipula que al menos debe 
producirse 5% de biodiésel (4.35 
millones de litros diarios) que sal-
drán de la producción de aceite 
de palma, por lo que “ni 600 mil 
hectáreas de cultivo de palma son 
suficientes”, según declaró el pro-
pio presidente colombiano, cuyo 
proyecto es llegar a más de 3 mi-
llones de hectáreas.

Representantes de distintas co-
munidades y organizaciones indí-
genas (embera-katío, wayuú, kan-
kuamo, barí, kuna), campesinas, 
afrodescendientes y sociales co-
lombianas, se han reunido en Bo-
gotá para reflexionar sobre los 
impactos y las luchas que realizan 
contra las plantaciones de palma 
africana y caña destinadas a pro-
ducir biocombustibles. Al encuen-
tro asistieron organizaciones de 
Paraguay, Nicaragua, República 
Dominicana, España, Reino Uni-
do, Estados Unidos, México, Aus-
tralia, Indonesia, Uruguay y Ecua-
dor, convocados por la Comisión 
Intereclesial Justicia y Paz a parti-
cipar en el Seminario “Crisis plane-
taria, derechos humanos y agro-
combustibles”. 

Colombia es el quinto produc-
tor mundial de aceite de palma, y 
el gobierno de Uribe busca, afa-
noso, mecanismos para agilizar 
los despojos a las comunidades, 
reforzar los latifundios y vincular 
las agroindustrias con los esque-
mas globales de financiamiento 
que, desde la bolsa de valores de 
Nueva York, pretenden controlar 
corporaciones como Citigroup o 
Chase Manhattan, vinculadas a 
los nuevos entrepreneurs arma-
dos y a transnacionales bien co-
nocidas en toda América Latina, 
como Cargill, Archer Daniels-Mi-

Militares vigilando la producción de palma aceitera en Colombia
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dland, etcétera.
Entretanto, las organizaciones 

se han manifestado contra estos 
combustibles, no sólo por su ya 
probada ineficacia para respon-
der al cambio climático o porque 
son una embestida contra la pro-
piedad comunal, la agricultura 
campesina, el territorio, los recur-
sos y la soberanía, sino porque, 
también, constituyen una forma 
de reciclar los monocultivos agro-
industriales, los “desiertos verdes” 
de cualquier tipo (yuca, plátano, 
mango, maíz, palma, soya, eucalip-
to), que en Colombia son desier-
tos rojos, porque están irrigados 
con la sangre de los campesinos y 
con el agua que se niega a los pue-
blos. 

En una plantación típica, cada 
palma requiere casi 35 litros dia-
rios de agua y en cada hectárea se 
plantan, en promedio, 139 pal-
mas, de modo que una hectárea de 
palma aceitera consume al menos 

Colombia. Evolución del área sembrada  
con palma de aceite 1960-2006
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4 753 litros de agua por hectárea 
diariamente. En un año, las 303 
mil hectáreas de palma en Colom-
bia, habrán gastado más de 525 
mil millones de litros de agua. Esa 

agua podría abastecer a casi la mi-
tad de la población de Colombia 
durante 50 días, en vez de desti-
narla a alimentar a los autos. 

Además cada hectárea de palma 
rendirá un promedio de 6 mil li-
tros de aceite, lo cual significa que 
por cada litro de aceite se insumen 
casi 300 litros de agua. Eso, sin 
contar el gasto de agua que impli-
ca su refinación para convertirla 
en el proverbial biodiésel, carbu-
rante “renovable y amigable con 
el ambiente”. Si esto han hecho en 
300 mil hectáreas para montarse 
en el tren de la “conservación am-
biental”, imaginemos lo que ha-
rán con seis millones. Y Uribe se 
encuentra muy activo buscando 
acuerdos con gobiernos como el 
nicaragüense para ofrecer asisten-
cia en la producción de biocom-
bustibles. ¿Incluirá esa asistencia 
la aplicación de los métodos para-
militares de apropiación de tie-
rras? Y luego dicen que los go-
biernos de América Latina no 
contribuyen a frenar el calenta-
miento global. l

Tumbas de personas asesinadas por paramilitares en Colombia
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